
Esta semana la Gaceta de Paz está relacionada con un especial sobre las transformaciones y continuidades 
en los Espacios Territoriales de Capacitación y Reincorporación (ETCR); los desarrollos del caso 004 en la 

JEP alrededor de los crímenes cometidos en San José de Apartadó; las nuevas dinámicas de concentración 
de los cultivos de uso ilícito en los municipios de Colombia; las voces de alerta del último informe de la 

ONIC y el CNMH sobre los pueblos indígenas; entre otros.

Este jueves 15 de agosto termina la figura jurídica transitoria de los 
24 Espacios Territoriales de Capacitación y Reincorporación (ETCR) 
en Colombia. “Lo que ocurrirá –apunta Andrés Stapper, director 
de la Agencia para la Reincorporación y la Normalización (ARN)– 
es que a partir de ese día inicia la transformación de los ETCR 
a centros poblados o extensiones de corregimientos y veredas, 
dependiendo del ordenamiento jurídico donde se encuentren”.

René Hertz, el delegado de la FARC ante el Consejo Nacional de 
Reintegración (CNR), explica que: “Lo que sí debe aparecer es 
una resolución o un decreto para darle vida legal a estos espacios 
a partir del 15 de agosto. […] Vamos a identificar a los ETCR 
como unos centros poblados que deben estar articulados al Plan 
de Ordenamiento Territorial (POT) de cada municipio para que 
se siga dando de forma expedita su continuidad”. El gobierno 
definió que 13 de los 24 ETCR existentes tienen “una vocación 
de consolidarse en los territorios”. En otras palabras, estos lugares 
pueden convertirse en centros poblados o extensiones de las 
veredas y corregimientos circundantes. Por otra parte, 11 ETCR 
presentaron obstáculos y su continuidad está bajo revisión.1

Pese a todas las acciones adelantadas para combatir la presencia 
de los sembradíos de hoja de coca, que van desde aspersión 
aérea, erradicación forzada manual, hasta la implementación del 
Programa Nacional de Sustitución Voluntaria de Cultivos Ilícitos 
(PNIS), municipios como Tarazá, Tibú y Tumaco, se han convertido 
en algunos de los municipios colombianos con mayor presencia 
de cultivos ilícitos.

Así lo determinó el más reciente monitoreo de territorios 
afectados por presencia de cultivos ilícitos realizado por la Oficina 
en Colombia de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito 
(UNODC), el cual señala que el 17 por ciento de los municipios 

Desde masacres hasta hostigamientos por la estigmatización 
hacen parte de la larga lista de hechos violentos desde la década 
de 1980 hasta el año 2016 que esta semana fueron contados por 
los habitantes de San José de Apartadó ante la Jurisdicción Especial 
para la Paz (JEP), quienes advierten que la guerra continúa.

Estos relatos son el complemento del informe escrito “Van por 
nuestras tierras: a sangre y fuego”, elaborado por la Comisión 
Intereclesial de Justicia y Paz, la Corporación Jurídica Libertad, la 
Fundación Forjando Futuros y el Instituto Popular de Capacitación. 

Por otro lado, a partir del 15 de agosto y hasta el 31 de diciembre 
próximo, la ARN extendió el plazo para que los exguerrilleros de las 
FARC reciban la renta básica mensual y otros beneficios para lograr 
su reincorporación efectiva a la vida civil. Hay que recordar que, 
tras la dejación de armas, el gobierno había establecido que hasta 
agosto de este año irían los beneficios para los excombatientes. 
No obstante, el proceso de estabilización económica ha sido lento 
y desde diferentes los ETCR han solicitado que se extiendan este 
tipo de medidas para evitar que los exguerrilleros regresen a las 
armas.

“A la fecha se han aprobado recursos para 245 proyectos 
productivos, 29 colectivos y 216 individuales, que vinculan a 
2.183 excombatientes. La inversión supera los $17.463 millones”, 
puntualizó el director de la ARN. Por lo pronto, el gobierno nacional 
también evalúa cuáles serán los Espacios de Reincorporación 
que continuarán en los territorios, teniendo en cuenta que la 
mayoría de estos caseríos donde hoy viven los exguerrilleros se 
construyeron en tierras rentadas por un tiempo.2

colombianos (191 en total) registraron presencia de cultivos de 
hoja de coca, mientras que los 10 primeros sumaron el 44 por 
ciento del total durante 2018.

Ello quiere decir que en Tibú, Tumaco, Puerto Asís, El Tambo, 
Sardinata, El Charco, El Tarra, Orito, Tarazá y Barbacoas se 
encuentran 73.181 de las 169 mil hectáreas de hoja de coca. 
Los análisis del organismo multilateral muestran, además, que en 
estos municipios la hoja de coca ha estado presente de manera 
ininterrumpida desde una década o más, lo que ha generado una 
dependencia económica de las comunidades de este cultivo ilegal, 
aumentando las brechas de desigualdad y pobreza.

Según magistrados de la JEP, esto ayudará a esclarecer el caso 004, 
con el cual se priorizaron las violaciones de derechos humanos en 
la región de Urabá, específicamente en los municipios de Turbo, 
Apartadó, Carepa, Chigorodó, Mutatá y Dabeiba, en Antioquia, y 
El Carmen del Darién, Riosucio, Unguía y Acandí, en Chocó.

La magistrada de la JEP y la comisionada de la verdad, María 
Ángela Salazar, tomaron nota. Los pobladores, mientras tanto, 
les respondieron que lo hacen porque anhelan la verdad y la 
reparación. Esta, dice un líder, “es la última oportunidad”.
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Los crímenes desconocidos de San José de Apartadó3 

Durante más de dos años investigadores de la ONIC y del Centro 
Nacional de Memoria Histórica (CNMH) recopilaron la memoria 
viva de los pueblos indígenas, la jurisprudencia que los ampara y 
los documentos que han contado su historia. Además, agregaron 
recomendaciones para que el genocidio contra los pueblos 
indígenas se detenga.

Óscar Montero, indígena kankuamo y coordinador del informe 
desde la ONIC señala: “Se trata de contar nuestra historia de 
violencia que se repite cada siglo, pero es la misma búsqueda 
de exterminar a los pueblos y de homogeneizar para impedir 
que existamos en medio de la diferencia y la diversidad étnica y 
cultural que realmente expresa un país como Colombia”.

El 70% de los pueblos indígenas de Colombia está en riesgo de exterminio5

https://www.semana.com/nacion/articulo/el-fin-del-marco-juridico-de-los-espacios-territoriales-para-la-farc-no-significa-su-desaparicion/627708
https://www.elespectador.com/colombia2020/pais/gobierno-prorroga-beneficios-para-los-excombatientes-de-las-farc-hasta-diciembre-articulo-875484
https://verdadabierta.com/la-hoja-de-coca-echo-raices-en-diez-municipios-de-colombia/
https://www.elespectador.com/colombia2020/justicia/los-crimenes-desconocidos-de-san-jose-de-apartado-articulo-875327
https://www.elespectador.com/colombia2020/justicia/verdad/el-70-de-los-pueblos-indigenas-de-colombia-esta-en-riesgo-de-exterminio-articulo-875499
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En San José de Uré, Tierralta, Puerto Libertador y Montelíbano, 
alcaldes y secretarios están bajo amenaza de muerte. Luego de 
un periodo corto de calma, posterior a los Acuerdos de Paz, los 
municipios del sur de Córdoba volvieron a la zozobra de la guerra 
un año más tarde, después de que aparecieran las iniciales BVPA 
pintadas con aerosol en las paredes de casas y comercios en San 
José de Uré. Era el saludo atemorizante de una estructura armada 
que se hace llamar Bloque Virgilio Peralta Arenas.

En adelante, en estos municipios empezaron a matar líderes 
comunitarios, estallaron combates en la parte alta de las 

Desde el Congreso, la representante a la Cámara Juanita 
Goebertus denunció que el Decreto 1426, firmado el martes 
pasado por el presidente Iván Duque, permite que los recursos de 
regalías que llegan al OCAD PAZ terminen en municipios que no 
fueron priorizados para ello.

Esta ampliación del OCAD Paz es “contraria a lo que quedó 
establecido en la Ley del Plan Nacional de Desarrollo, cuya idea 
básica era concentrar esos recursos en los 170 municipios con 
mayores índices de pobreza, mayor incapacidad institucional, que 
han sufrido más la violencia y que tienen economías ilegales, en 
esa medida el Gobierno le abre la puerta a la Consejería de las 

montañas, ocurrieron desplazamientos masivos de familias 
campesinas, homicidios selectivos en las calles y, por último, 
abundaron amenazas contra alcaldes, secretarios de gobierno y 
funcionarios. Rafael Martínez Ricardo, quien debió abandonar su 
despacho de secretario de gobierno en Puerto Libertador por las 
amenazas, piensa que esta oleada de amenazas tiene que ver con 
los comicios para alcaldes y gobernadores, concejales y diputados 
que se realizarán el próximo 27 de octubre: “No es descartable 
que además de los grupos armados ilegales haya otras fuerzas 
interesadas en desestabilizar a la administración municipal, justo 
en este momento electoral”.

Regiones para que pueda usar los recursos en otros municipios”, 
dijo la parlamentaria.

De hecho, el artículo 281 del Plan Nacional de Desarrollo 
establece que “los proyectos que se financien con cargo a los 
recursos del OCAD PAZ, deben orientarse al desarrollo de las 
inversiones previstas en la hoja de ruta en los municipios PDET 
(priorizados para Planes de Desarrollo con Enfoque Territorial), 
promoviendo la eficiencia en la utilización de los recursos públicos 
y complementando la oferta interinstitucional”.

Gobernar puede costar la vida en Córdoba7

Recursos de regalías para el posconflicto podrían llegar a otros municipios8
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El fin de semana pasado asesinaron a dos indígenas del norte 
del Cauca, un guardia y un médico tradicional y alguacil; también 
un campesino que no hacía parte del movimiento indígena. 
Detrás de los asesinatos está el recrudecimiento de la guerra 
de las disidencias de las FARC contra los pueblos indígenas que 
reclaman el control de su territorio, rechazan la presencia de 
grupos armados y el negocio del narcotráfico.

Si bien las disidencias demostraron con los recientes asesinatos 
y ataques que aumentarán la presión hacia los indígenas, la 

Los indígenas del norte del Cauca están en la mira de las disidencias9

respuesta ha sido fortalecer su discurso y su presencia en el 
territorio, lo que puede acrecentar la violencia aún más.

De hecho, la Gobernación tiene prendidas todas las alertas porque 
cree que esta población indígena del norte del Cauca está en 
grave riesgo de ser masacrada. “Aunque ser guardia es un riesgo 
permanente, esa es la única forma de permanecer en el territorio, 
si no nos organizamos ya nos hubieran matado y despojado a 
todos, nosotros resistimos para no ser desplazados”, explica la 
lideresa Aida Quilcué sobre su defensa del territorio. 

A la ley de víctimas, creada en el 2011 para reconocer y reparar a 
los millones de colombianos que han sido afectados por el conflicto 
armado, le quedan menos de dos años de vigencia. Pese a esto, 
es muy probable que cuando se termine ese periodo el Estado no 
alcance a cumplir todos los compromisos que esta norma hizo con 
las víctimas en materia de reparación o restitución de tierras. 

Así lo concluyeron la Contraloría General, Procuraduría, Defensoría 
y la Mesa Nacional de Participación de Víctimas en un informe 
elaborado para hacerle seguimiento a esta ley, que ya cumplió 
ocho años de vigencia. El informe concluye que hacen falta al 
menos 115,9 billones de pesos para poder cumplir todas sus 

metas. Por ejemplo, solo las medidas como las indemnizaciones, 
vivienda, reparación colectiva y atención psicosocial requieren de 
65,5 billones.

La investigación dice que las acciones que están estipuladas en 
el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022 son “insuficientes” 
para atender a la población que necesita especial protección.  
Actualmente, el número de víctimas registradas que podrían 
acceder a una indemnización por la vía administrativa son 
6’495.713 personas. De ese total, hasta ahora se han indemnizado 
a 821.836, un 12,6 por ciento.

Reparación alcanzaría solo para el 20 % de las víctimas del conflicto6 

En esta investigación pudieron evidenciar que de los 102 pueblos 
indígenas que existen actualmente, 70 de ellos están en riesgo 
inminente de ser exterminados física y culturalmente: 31 en 
riesgo de extinción por número de población y 39 en riesgo 

exterminio físico y cultural. Es decir, casi el 70% de ellos. Además, 
documentaron más 120 masacres contra población indígena, 
cuyos victimarios han sido los actores armados legales e ilegales, 
lo cual aún no se detiene. 
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